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Juicio Oral: El Juez no puede, de oficio, excluir las pruebas que ya han sido admitidas en la preparatoria y decretadas para ser practicadas en el juicio oral a favor de una de las partes. Hacerlo así, desconoce el principio de imparcialidad. Sólo hay lugar a la no práctica de un medio probatorio ya decretado, cuando sobrevienen situaciones excepcionales en el juicio, que llevarían a pensar que de realizarse sobrevendría su ilegalidad, v.gr. el caso ya analizado por la Corte Suprema de Justicia con ocasión del nuevo sistema
, consistente en la recusación que se hiciera a un perito en los términos exceptivos consagrados en el artículo 411 del C. de P. Penal, esto es, en la audiencia del juicio oral y público; recusación que una vez aceptada por el Juez del conocimiento deriva en la exclusión del experto de dicho acto procesal.
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	Procedencia:
	Juzgado Penal el Circuito Especializado de Manizales (Cds.) con funciones de conocimiento y competencia excepcional asignada en el Distrito Judicial de Pereira.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensoría pública contra el auto interlocutorio proferido en audiencia de Juicio Oral celebrada el veinte (20) de Septiembre-07, a través del cual se excluyó oficiosamente un medio probatorio.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura por el ente Fiscal, que labores de inteligencia establecieron la existencia de una organización criminal denominada “CORDILLERA”, dedicada al tráfico de estupefacientes y al sicariato en el vecino Municipio de Dosquebradas y en Pereira, la cual venía dedicada desde el año 2005 a obtener el monopolio de la venta ilícita de drogas estupefacientes en Dosquebradas y para esa finalidad negoció la zona con otro grupo conocido como “Escalera” al mando de alias “Menudo” a cambio de armas y dinero.
En atención a que algunos de los integrantes del último grupo no acogieron la orden de unirse al grupo “CORDILLERA”, se iniciaron las acciones para lograr el control total de la región y excluir del negocio a los miembros del grupo “Escalera disidentes”. Eso dio lugar a una guerra por el poder que los llevó a la conformación de un subgrupo integrado por cuatro personas para hacer labores de vigilancia o “campaneo” en las denominadas “ollas del barrio Primero de Agosto”, encargados de no dejar vender a otra gente productos que no fueran de “CORDILLERA” y ultimar a las personas que así lo hicieran, lo que arrojó como resultado la comisión de múltiples homicidios en los barrios “Primero de Agosto”, “Camilo Torres” y gran parte de Dosquebradas, como los ocurridos en las personas de alias “El Gato”, “Perra Flaca”, “El Ciego”, “Tatuaje”, “La Chinga” y otros.
Como integrantes del subgrupo para el sicariato de la citada organización “CORDILLERA”, se han señalado a los aquí implicados alias “Memo”, identificado como JUAN GUILLERMO MORALES OSORIO, y alias “Sicario” de nombre NÉSTOR ALBERTO HENAO BENTANCOURT, quienes estaban encargados de llevarle a alias “El Gordo”, jefe de la banda, la lista de los sujetos que se negaban a colaborar con la organización en los barrios “Primero de Agosto” y “Camilo Torres”, para posteriormente darles muerte por orden suya. Del mismo modo se determinó, que como miembros del grupo se desempeñan como “campaneros”, es decir, tienen también la función de vigilar y proteger la actividad desarrollada por los expendedores, dando aviso de la presencia de la Policía en el sector o de personas extrañas o sospechosas, e igualmente dedicados a la vez al expendio de estupefacientes para el grupo “CORDILLERA” en turnos previamente definidos.
Se agrega, que por la realización de esas actividades para el grupo, recibían en compensación una suma semanal y por los Homicidios la cantidad de dos millones de pesos.
1.2.- En consideración a lo anterior, la Fiscalía Especializada imputó a los dos indiciados, en presencia del Juez de Control de Garantías, los siguientes cargos: Para MORALES OSORIO: coautoría en el delito de Concierto para Delinquir para cometer delitos de Homicidio y Tráfico de Estupefacientes (art.340 inc. 2º), en concurso heterogéneo con Homicidio Agravado (arts.103 y 104.2.4.), Porte de Arma de Fuego (art. 365) y Tráfico de Estupefacientes en la modalidad de vender (art. 376.2). Y para HENAO BENTANCOURTH, igual al anterior, pero incrementado con el concurso por el Porte de Arma de Fuego de Uso Privativo de las Fuerzas Armadas (art. 366). Los indiciados NO ACEPTARON los cargos.
1.3.- La negativa dio lugar a que la Fiscalía decidiera presentar formal escrito de acusación en contra de ambos imputados, dándose lugar de esa forma al adelantamiento normal del proceso con todas sus etapas: Audiencia de Formulación de Acusación, Audiencia Preparatoria y Juicio Oral. 
En el desarrollo de ésta última y cuando se practicaban las pruebas solicitadas y decretadas a favor de la Defensa, el nuevo Juez de conocimiento decidió revocar de oficio la decisión adoptada por el anterior Juez Especializado de admitir la practica en juicio de una Inspección Judicial al lugar de los hechos, y en su lugar dispuso su cancelación por hallarla inconducente e impertinente. 
1.4.- Ante esa determinación, el defensor de ambos procesados decidió interponer recurso de apelación y por ese motivo se dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor –recurrente-
- En la audiencia preparatoria solicitó una Inspección Judicial, con el fin de establecer las circunstancias de tiempo, modo y lugar donde sucedieron los hechos, para demostrar que el testigo de excepción no tenía visibilidad para poder ver lo que dice que vio. 
- No entiende la razón para que ahora se le diga que eso no se va a realizar. Estamos en presencia de una justicia rogada y el Juez no tiene facultad para decretar “pruebas de oficio” y menos para descartar las pruebas que fueron solicitadas por la defensa en pleno uso de las facultades que le confiere la ley.

- No observa igualdad adversarial porque todo ha girado a favor de la Fiscalía. Es la única forma que tiene para desvirtuar el valor de este testigo principal.

- Al decir de la jurisprudencia, una cosa es la revocatoria y otra la nulidad. Si el señor Juez consideró que se estaba frente a una prueba ilegal, debía declarar su anulación, pero no la revocatoria que utilizó. En ese sentido recuerda el artículo 25 del Código Procesal Civil, que autoriza la aplicación de otras normas cuando en el estatuto respectivo no se tiene alguna que dirima la confrontación. Acude por tanto al Código Contencioso Administrativo que maneja la materia de las revocatorias directas, y allí se indica que ellas son posibles siempre y cuando se hagan con la aceptación de la parte interesada; es decir, que se debía contar con el visto bueno de la defensa en este caso.

- Persiste en que se trata de una prueba “determinante” para él; en consecuencia, solicita de este Tribunal “revocar la revocatoria oficiosa”.

2.2.- Fiscal -no recurrente-
Pide la confirmación del proveído impugnado, con fundamento en:
- De conformidad con el artículo 435 de la Ley 906 de 2004, la Inspección Judicial sólo puede tener lugar cuando el Juez estime realmente necesaria su práctica. Para el presente caso, el Juez considera que ya existen suficiente elementos de juicio para esclarecer los hechos y además el defensor cuenta con otros medios técnicos para presentar en juicio lo que considere pertinente. De ese modo, no se pone en peligro a las partes, a los intervinientes y al testigo.

- A su juicio, la Inspección Judicial es innecesaria. Al Juez se le demostró la  forma como ocurrieron los hechos. Estamos en presencia de un testigo excepcional de nombre JUAN CARLOS BALLESTEROS, por cuanto él mismo fue copartícipe en este crimen; luego entonces, conocía de antemano las razones para haberse dado la orden, la planeación del ilícito, quiénes iban intervenir y de qué manera, para finalmente ir junto con los restantes comprometidos al lugar de los hechos.
- No se requiere por tanto establecer la visibilidad, distancias y demás, para definir la credibilidad del testigo, pues esta es evidente; así las cosas, esa Inspección Judicial es innecesaria y estuvo bien que se descartara por el Juez. 
2.3.- Procurador Judicial -no recurrente-
Es del criterio que la providencia se debe confirmar, con fundamento en:

La prueba de inspección judicial fue decretada en la Audiencia Preparatoria y no se tenía en ese momento claridad  acerca de su verdadera necesidad para probar la teoría del caso de la defensa. No se sabía del contenido de la versión del testigo presencial y por lo mismo se pensaba que era importante conocer visibilidad, entorno y ubicación.
Pero una vez iniciado el juicio y escuchado el referido testigo, ya se observa que no es simplemente un testigo presencial de los hechos, sino un verdadero copartícipe de los mismos. Lo es, por cuanto participó en esos actos homicidas, particularmente en dos de ellos. Dijo la forma en que se planearon y en compañía de sus ejecutores se trasladó al lugar para su ejecución.
Si el testigo hubiera anunciado otra cosa, se hacía importante la Inspección Judicial, pero ya ha perdido interés la diligencia. De todas formas, el defensor pudo hacer lo propio en forma independiente para llevar al Juez ese conocimiento por otros medios técnicos.

Considera que se trata más bien de un decaimiento de la prueba y que por lo mismo no está bien realizar una inspección judicial por el simple hecho de realizarla. Que a pretexto de hacer respetar el debido proceso y el derecho de defensa, el Juez no tiene que realizar necesariamente la diligencia en consideración al principio de razonabilidad.
Recuerda el contenido de la jurisprudencia nacional en cuanto a que el Juez tiene un control sobre el recaudo de la prueba, motivo por el cual, está en la posibilidad de corregir los excesos en las pretensiones de las partes.
No le parece que el argumento acerca de la revocatoria que plantea la defensa sea procedente, toda vez que no estamos ante un acto administrativo, sino frente a la necesidad o no de practicar una prueba que es diferente. 

3.- La Decisión

Para enfocar la situación problemática dentro del contexto procesal apropiado, diremos que en el presente asunto ya se superó la Audiencia de Acusación y la Audiencia Preparatoria. En ellas, tanto la Fiscalía -en primer término- como el Defensor Público -posteriormente-, hicieron conocer sus pretensiones probatorias. 

Es sabido, que esa actividad probatoria en el nuevo sistema goza de los siguientes componentes: enunciación, descubrimiento, ofrecimiento, aducción, producción o práctica y valoración. Las dos primeras se inician en la audiencia de acusación y concluyen en la preparatoria, la tercera y cuarta se llevan a cabo en la audiencia preparatoria, la quinta en el juicio oral y la última se materializa al momento del proferimiento del fallo. 
Para el caso que nos ocupa, todas y cada una de esas fases se cumplieron a cabalidad y sin mayores contratiempos, en el entendido que no se presentaron objeciones a las mismas. Por demás, una vez aducidos los medios probatorios que se iban a hacer valer en el Juicio Oral, las partes se dieron a la tarea de argumentar la conducencia y pertinencia de cada medio de convicción para efectos de justificar su admisibilidad, al término de lo cual el funcionario cognoscente les dio su aprobación.

Entre los elementos materiales probatorios que la Defensa anunció, estaba la práctica de una Inspección Judicial al lugar de los hechos, respecto de la cual refirió que se hacía de suma importancia para su teoría del caso porque era necesario establecer la veracidad de lo acaecido en el escenario mismo de los acontecimientos; concretamente, para que el despacho se traslade hasta el barrio “Primero de Agosto” del vecino Municipio de Dosquebradas (Rda.) y el Juez tenga la posibilidad de ubicarse en un espacio real y pueda apreciar las condiciones de iluminación y distancia existentes. 

Una revisión de lo acontecido en la Preparatoria y durante el desarrollo del Juicio Oral, nos muestra:

En la Preparatoria
La Defensa abogó por la aplicación del artículo 435 del C.P.P en orden a realizar una inspección judicial en el lugar de los hechos en lo que tiene referencia con dos acontecimientos, uno de ellos la muerte de la menor Mariana Londoño; el otro, el deceso de “Perra Flaca” en el barrio “Primero de Agosto”.

La importancia de esta prueba, aseguró el defensor, radica en el hecho de estar encaminada a descartar el testimonio del señor JUAN CARLOS BALLESTEROS RAVE, porque en el punto de ubicación donde él dice que estaba para ese instante, se podrá establecer realmente qué pudo ver y qué no. 

El Juez del conocimiento solicitó a la defensa precisión sobre qué hechos quiere que se constaten en la inspección judicial y el defensor respondió: “se hace importante establecer para las 7:00 p.m., la ubicación que dijo tener allá en el barrio ´Primero de Agosto’; es como una reconstrucción de los hechos para desvirtuar lo que olímpicamente vino a declarar JUAN CARLOS BALLESTEROS RAVE”.
El Juez interrogó al peticionario acerca de ¿cómo se podría establecer a través de la inspección judicial la verdad en el relato de BALLESTEROS o su mendacidad?, a lo cual se le respondió que por la visibilidad y las condiciones en que sucedieron los hechos. Y que era así porque el testigo afirmó que estuvo presente en el lugar y pudo apreciar su desarrollo. La oscuridad y las demás circunstancias de tiempo, modo y lugar es lo que desea que el juez perciba para saber hasta dónde puede creérsele al testigo.

A consecuencia de lo dicho, el Juez declaró la pertinencia y conducencia de la inspección judicial, en la medida que es importante determinar las circunstancias o las posibilidades de percepción que el testigo pudo haber tenido sobre los acontecimientos por él referidos.

En el Juicio Oral
Esta audiencia se realizó bajo la dirección de un nuevo Juez, funcionario que luego de haberse adelantado buena parte del Juicio refirió que todas las pruebas están evacuadas  y sólo falta la inspección judicial, para lo cual le concedió el uso de la palabra al defensor con el fin de indicar si aún existía necesidad en su realización. La defensa insiste en esa diligencia y de nuevo explica qué es lo que pretende. 

A continuación, el Juez hace un pronunciamiento en los siguientes términos: “si bien es cierto esa inspección fue decretada, también es cierto que los razonamientos que Usted esbozó y que tuvo en cuenta el señor Juez Especializado de esta ciudad para decretarla, los respeto pero no los comparto, en mi criterio esa inspección judicial no reúne los criterios del artículo 436 para ser practicada, por ello revoco la decisión tomada como Juez Especializado de Pereira y no accederé a la práctica de la inspección judicial porque las pruebas son claras de cómo sucedieron los hechos”; además refirió que: “existen los medios técnicos para que Usted nos presente en esta audiencia la visibilidad de los hechos.  El Juez no tiene que hacer todo, Uds tienen que traer la prueba, no sé cómo la Defensoría Pública no lo apoyó en traer esos medios técnicos. Revoco esa decisión además por cuestiones de seguridad para los sujetos procesales y acusados por lo peligroso del sector”.            

Como era de esperarse, el defensor insistió en la inspección judicial y considera que si el juez no tiene la facultad para decretar pruebas de oficio, tampoco la tiene para negarse a practicar una prueba que ya está decretada. A esa afirmación se le respondió: “al defensor se le olvida que mis facultades y mis derechos como juez especializado aquí los tengo plenos, yo no vine aquí con limitantes de ninguna naturaleza sólo las que me otorga la ley. El hecho de que el Juez Especializado que se declaró impedido ordenó esa prueba por conducente, respeto su criterio pero no lo comparto, aquí existe prueba directa de cómo sucedieron los hechos. La inspección judicial es excepcional”. El defensor apela y el juez concede la apelación.     

A juicio de este Tribunal, el nuevo Juez tiene razón al menos en una cosa: que antes que la Inspección Judicial, bien pudo el Juez anterior en la Audiencia Preparatoria, autorizar en su lugar una “inspección al lugar de los hechos” en forma directa por la parte interesada, para que por los medios técnicos apropiados arrimara al juicio la información pertinente en orden a llevar a la mente del Juez el convencimiento de lo realmente acaecido.

Lo anterior, no obstante que como bien se ha llegado a asegurar, ninguna cámara o ningún instrumento tecnológico actual reemplaza al ojo humano; bajo el entendido que todos los aparatos que captan imágenes pueden distorsionar en algún sentido la iluminación o nitidez de lo percibido, llegándose incluso a la posibilidad de una sutil manipulación.

Pero en cuanto a lo que jurídicamente corresponde sobre este tema, ya esta Sala de Decisión en ocasión anterior se había visto en la necesidad de hacer una precisión acerca de la excepcionalidad de la Inspección Judicial como medio de prueba y al respecto indicamos:

En cuanto a la inspección al lugar de los hechos, establece el artículo 213 de la misma codificación que la puede llevar a cabo el servidor de policía judicial sin necesidad de orden previa de autoridad judicial competente. La escena se puede fijar mediante fotografía, video o cualquier otro medio técnico y se levantará el respectivo plano. Existirá de todo lo actuado un acta que suscribirán el funcionario y las personas que atendieron, colaboraron o permitieron la realización.

Al igual que la diligencia preliminar de reconocimiento en álbum fotográfico, está dentro de la autonomía del ente investigador, el preservar y fijar la escena de los acontecimientos para transmitir sus observaciones al juicio; para ello, no requiere previa autorización del Juez de control de garantías, ni ser ratificada su validez por este mismo funcionario. Y esto es así, independientemente de si esa inspección se hizo o no de manera inmediata, pues el tiempo de su verificación guarda relación directa, no con su validez como se ha insinuado, sino con su fidelidad, pues obviamente el transcurso del tiempo borra las huellas en la escena del crimen y las autoridades de policía deben actuar prontamente para impedirlo, razón de más para que se considere impertinente el agotamiento de un control previo para su efectiva realización por parte del Juez de Garantías.

Importante recordar que esa inspección al lugar de los hechos, es diferente a la inspección judicial a la que hace alusión el artículo 435 idem, según el cual, el juez, excepcionalmente, podrá ordenar la realización de una inspección judicial fuera del recinto de audiencia cuando, previa solicitud de la fiscalía o la defensa, estime necesaria su práctica dada la imposibilidad de exhibir y autenticar en la audiencia, los elementos materiales probatorios y evidencia física, o cualquier otra evidencia demostrativa de la manera como ocurrieron los hechos objeto de juzgamiento. 

Y es excepcional su práctica porque surte efecto cuando se dan las exigencias que menciona el artículo siguiente, el 436, entre las cuales se encuentra: Que sea imposible realizar la exhibición de autenticación de la evidencia en audiencia; que no sea viable lograr el cometido mediante otros medios técnicos; o que sea más económica y práctica la realización de la inspección que la utilización del medio técnico.

Ahora bien, en lo que no vemos consecuente el argumento del nuevo funcionario con el actual estatuto procesal, es en lo atinente a que él tuviese facultades para reformar lo ya establecido en los términos en que lo hizo. 
Las reglas del procedimiento indican, que las partes asumen el conocimiento de la actuación en el estado en que se encuentra para el momento en que hace presencia; lo cual es apenas lógico, porque el trámite procesal no puede depender de las partes, son éstas las que deben acoplarse a él. En ese sentido, un procesado declarado en contumacia, asume el proceso posteriormente en el estado en que se encuentra para el instante en que decide hacerse presente; lo mismo, un nuevo defensor acepta el proceso en las condiciones en que lo dejó su antecesor.

De igual modo y por esas mismas potísimas razones, un nuevo director del proceso debe respetar lo ya definido en la actuación por el anterior funcionario. Lo cual es más impositivo en cuanto a que el procedimiento está compuesto de etapas preclusivas y no es lógico ni atinado suponer que por el cambio de Juez las partes tengan que verse sometidas a una nueva regulación de lo ya superado. 

Y es que incluso, ni siquiera esas mismas partes trenzadas en el debate lo pueden hacer, porque obsérvese la reflexión que a nivel jurisprudencial se ha hecho a ese respecto:

En otras palabras, si durante el momento de la solicitud y controversia probatorias, la parte que solicitó la prueba argumentó acerca de su conducencia, pertinencia y admisibilidad, y ello no fue objeto de contradicción por la contraparte, haciendo al Tribunal la solicitud que regula el inicio del artículo 359 atrás relacionado, mal puede después, cuando el funcionario decretó su práctica, impugnarse la decisión.
     

Y si las partes no pueden proceder de esa manera por simple lealtad procesal, qué podrá decirse del Juez quien está llamado a ser el principal garante del otro principio esencial, el de la imparcialidad. 

Precisamente, con ocasión del debate surgido a raíz de la prohibición del decreto oficioso de pruebas, el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria hizo la siguiente y reiterativa manifestación:

Gravita en torno del principio de imparcialidad, muy caro a los sistemas con tendencia acusatoria, que el Juez no tenga facultades probatorias autónomas, puesto que, si tuviese atribución para decretar pruebas de oficio, se daría al traste con uno de los pilares fundamentales de ese régimen de enjuiciamiento, consistente en la definitiva separación entre actos de investigación y actos de juzgamiento, que es emblemático de las democracias contemporáneas, con el fin de evitar que el Juez predisponga el rumbo del proceso, y por ende anticipe su convicción o pierda la ecuanimidad, como podría suceder si dirige o reorienta el destino final del asunto a través de su injerencia en el tema probatorio.

De lo anterior se desprende, que ese principio de imparcialidad o de no injerencia indebida se afecta, tanto por el decreto oficioso de pruebas, como por la exclusión oficiosa de las ya decretadas.
El señor Procurador Judicial introdujo como soporte jurisprudencial en su disertación, una sentencia de casación penal del 25 de abril de 2002, por medio de la cual quiere significar que el Juez sí tiene un control sobre el recaudo de las pruebas, y no dudamos que eso es así, porque es al director del proceso a quien le corresponde finalmente decir qué pruebas son o no son conducente, pertinentes y necesarias; precisamente por eso la ley le confiere esa facultad de selección. No obstante, ni con la Ley 600 de 2000, ni con la Ley 906 de 2004, es posible aceptar como jurídicamente viable que una vez el Juez admite una prueba solicitada por alguna de las partes, al concluir que es pertinente, conducente, necesaria y no superflua, al momento del juicio cambie de opinión de manera inconsulta frente a la parte interesada. Tal vez, pensaríamos que eso sería factible en el anterior procedimiento, en el evento en que la prueba se decrete de manera oficiosa o que la parte interesada coadyuve esa determinación.
En conclusión: sólo hay lugar a la no práctica de un medio probatorio ya decretado, cuando sobrevienen situaciones excepcionales en el juicio que llevarían a pensar que de realizarse sobrevendría su ilegalidad, v.gr. el caso ya analizado por la Corte Suprema de Justicia con ocasión del nuevo sistema
, consistente en la recusación que se hiciera a un perito en los términos exceptivos consagrados en el artículo 411 del C. de P. Penal, esto es, en la audiencia del juicio oral y público; recusación que una vez aceptada por el Juez del conocimiento deriva en la exclusión del experto de dicho acto procesal.

Antes de finalizar, no podemos negar que son tentadores los argumentos que al unísono nos presentan Fiscalía y Ministerio Público, pero miremos la trascendencia de tomar una determinación que acolite la adoptada por el señor Juez a quo:
En primer lugar, estaríamos permitiendo que por motivos más de conveniencia que jurídicos, se cambiara lo ya establecido. Así es, porque a nadie escapa que de haber sido otra clase de diligencia, por ejemplo, un testimonio en el cual todos coincidiéramos en calificar de repetitivo e innecesario porque va a decir lo mismo que otros ya dijeron en juicio, el mismo se habría de todas formas practicado en el caso de haber persistido la defensa en su práctica. Lo cual significa que, más que argumentos jurídicos, lo que estaríamos haciendo primar serían razones de conveniencia que por supuesto son ciertas: lo engorroso del acto y lo peligroso del mismo en atención al lugar en donde se va a desarrollar y a las partes que deben intervenir. Lamentablemente, esas fueron situaciones que se debieron analizar en el momento oportuno; pero, o no se avizoraron, o no se les dio la trascendencia que tenían, luego entonces, ya no es el momento para hacer ese tipo de análisis.
En segundo término, no es tampoco posible argumentar en este momento, que la prueba es innecesaria. Es así no tanto porque la afirmación sea falsa, sino porque eso no es posible decirlo por parte del Juez; de hacerlo, estaría prejuzgando, anticipando la valoración que sólo en la sentencia corresponde, o exponiendo a priori su personal punto de vista, lo cual le está totalmente prohibido. 
Por supuesto, a la Fiscalía y a la Procuraduría les queda fácil decir que ya tienen el panorama probatorio claro y que esa diligencia de nada sirve porque “todo está dicho”; empero, eso mismo no puede suceder con el Juez, porque así tenga el mismo pensamiento en su mente, no le está permitido adelantar criterios en pro o en contra de la acusación cuando el debate en juicio no ha concluido. Es que, si eso fuese así, entonces se llegaría a futuro a admitir que un funcionario dijera en un momento dado que ya tiene claro el asunto desde el primer testimonio presentado por la Fiscalía y que ya lo demás no le parece importante, para de una vez clausurar la audiencia y proceder a dictar sentencia. 

Como el Tribunal no desea exponer el juicio a una inevitable nulidad por violación al debido proceso y al derecho de defensa, respetará la expectativa fundada o infundada que posee el defensor con relación a su particular teoría del caso, y dispondrá que, independientemente de si la autoridad judicial que fungió como Juez al momento de la Audiencia Preparatoria pudo haber obrado en mejor forma, se lleve a cabo la Inspección Judicial en los términos en que ya había sido ordenada.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA la decisión interlocutoria adoptada por la primera instancia y en su lugar se dispone que la Inspección Judicial decretada en la Audiencia Preparatoria se realice en el Juicio Oral tal y como estaba dispuesto.
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


      CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

  
  Magistrado 
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